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Contenido de Interés:
 Tipo de contenido: Voto de mayoría
 Rama del Derecho: 4. ASUNTOS DE GARANTÍA

Tema: LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y PRENSA
Subtemas:

MEDIOS DE COMUNICACION.

LIBERTAD DE PRENSA. REPORTAJES CON CÁMARA OCULTA.
El recurrente acusa que Repretel Canal 6 le realizó una entrevista con cámara oculta. El reportaje trataba sobre “visas de ingreso
fácil”. La sentencia desarrolla el concepto de derecho de imagen y derecho de información.

 VCG04/2020

“(…) En esencia, en el presente asunto, este Tribunal Constitucional, ante una eventual y aparente colisión entre el derecho a la
imagen del recurrente y el derecho a la información ejercido por el medio de comunicación colectiva respecto de información de
relevancia pública, opta por concederle un valor preferente al segundo, puesto que, además de ser un derecho fundamental –en su
perfil activo y pasivo-, constituye una inequívoca garantía institucional para garantizar un régimen democrático y pluralista a través
de la información que los medios de comunicación colectiva le puedan brindar a la opinión pública, en aras de una adecuada
transparencia y publicidad y de un efectivo control ciudadano sobre las políticas públicas y su gestión, evitando que se presenten o
rectificando situaciones irregulares o anómalas. (…)”
... Ver menos

 Otras Referencias: Sentencia: 6776-94, 3074-02

Contenido de Interés:
 Tipo de contenido: Voto de mayoría
 Rama del Derecho: 6. LEY DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL ANOTADA CON JURISPRUDENCIA

Tema: 057- Amparo contra sujetos de derecho privado
Subtemas:

NO APLICA.

Artículo 57 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional

VCG04/2020

“(…) I.- AMPARO CONTRA SUJETOS PRIVADOS. Tratándose de acciones de amparo dirigidas contra sujetos privados, dispone el
artículo 57 Ley de la Jurisdicción Constitucional que esta clase de procesos procede contra las acciones u omisiones de éstos
actuén o deban actuar en ejercicio de funciones o potestades públicas, o se encuentren, de derecho o de hecho, en una posición
de poder frente a la cual los remedios jurisdiccionales comunes resulten claramente insuficientes o tardíos para garantizar los
derechos o libertades fundamentales a que se refiere el artículo 2, inciso a), de la misma Ley. En el caso concreto, efectivamente,
se constata una situación de poder de hecho frente al recurrente por parte del medio de comunicación accionado, dado que, una
eventual publicación indebida de la imagen del amparado, constituye una violación grave de los derechos fundamentales del
recurrente frente a la cual los remedios jurisdiccionales comunes son insuficientes y tardíos para la protección del derecho que el
recurrente pretende amparar. De allí que el recurso sea admisible, por lo que se procede al análisis de fondo respectivo. (…)”

... Ver menos

Contenido de Interés:



 Tipo de contenido: Voto de mayoría
 Rama del Derecho: 1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA CON JURISPRUDENCIA

Tema: 024- Intimidad. Secreto de las comunicaciones
Subtemas:

NO APLICA.

Artículo 24 de la Constitución Política.

 VCG04/2020

“(…) IV.- EL DERECHO A LA PROPIA IMAGEN. El derecho a la propia imagen deriva del derecho a la intimidad consagrado en el
ordinal 24 de la Constitución Política y consiste en el derecho que tiene toda persona sobre su propia representación externa. Tal
derecho ha sido considerado por la mayor parte de la doctrina como un derecho de la personalidad, vinculado a la dignidad
humana y dirigido a proteger la dimensión moral de las personas, que atribuye a su titular un derecho a determinar la información
gráfica generada por sus rasgos físicos personales que puede tener difusión pública. La facultad otorgada por este derecho
consiste, en esencia, en impedir la obtención, reproducción o publicación de la propia imagen por parte de un tercero no
autorizado, sea cual sea la finalidad —informativa, comercial, científica, cultural, etc.— perseguida por quien la capta o difunde. (…)
Se desprende de lo anterior que el derecho a la propia imagen atribuye a su titular la facultad para evitar la difusión incondicionada
de su aspecto físico, ya que, constituye el primer elemento configurador de la esfera personal de todo individuo, en cuanto
instrumento básico de identificación y proyección exterior y factor imprescindible para su propio reconocimiento como sujeto
individual. Con la protección constitucional de la imagen se preserva no sólo el poder de decisión sobre los fines a los que hayan de
aplicarse las manifestaciones de la persona a través de su imagen, sino también una esfera personal y, en este sentido, privada, de
libre determinación y, en suma, se preserva el valor fundamental de la dignidad humana. Así pues, lo que se pretende con este
derecho, en su dimensión constitucional, es que los individuos puedan decidir qué aspectos de su persona desean preservar de la
difusión pública, a fin de garantizar un ámbito privativo para el desarrollo de la propia personalidad ajeno a injerencias externas.
Adicionalmente, cabe señalar que, en el plano infraconstitucional, el artículo 29 del Código Civil desarrolla el contenido de este
derecho fundamental al disponer: “Las fotografías o imagen de una persona no pueden ser reproducidas, expuestas o vendidas en
forma alguna sino es con su consentimiento”. Bajo esa inteligencia, toda persona ejerce un dominio sobre su imagen, reproducción
y eventual divulgación posterior, lo que solamente puede hacerse por terceros con su consentimiento. (…)”
... Ver menos

Contenido de Interés:
 Tipo de contenido: Voto de mayoría
 Rama del Derecho: 1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA CON JURISPRUDENCIA

Tema: 029- Libertad de expresión
Subtemas:

NO APLICA.

Artículo 29 de la Constitución Política.

VCG04/2020

. Como los demás derechos constitucionales, el derecho a la propia imagen
se encuentra limitado por otros derechos y bienes constitucionales, en particular, por el derecho a la comunicación de información y
las libertades de expresión y creación artística. Por esta razón, el ordenamiento jurídico permite la difusión sin consentimiento de la
imagen de una persona cuando “dicha reproducción esté justificada por la notoriedad de aquella, por la función pública que
desempeñe, por necesidades de justicia o de policía o cuando la reproducción se haga en relación con hechos, acontecimientos o
ceremonias de interés público, o que tengan lugar en público” (artículo 29 del Código Civil). De conformidad con lo anterior, en
nuestro medio encontramos los siguientes límites del derecho a la propia imagen: 1) Cuando la imagen es notoria o se refiere a
actos o actividades del ser humano que salen de lo común, el derecho se ve enervado y no se puede acceder. 2) El segundo límite
está constituido por aquellas actividades públicas que desempeñan los funcionarios públicos. En ésta hipótesis se hace referencia,
únicamente, a la actividad que realiza el sujeto como titular de su función, estando excluidas las actividades que la persona realice
en su vida íntima. 3) La tercera excepción hace referencia a publicaciones que sean necesarias para cumplir con las funciones de
policía y justicia, como podría ser la difusión de fotografías de personas buscadas por la comisión de delitos. 4) El cuarto límite se
refiere a la divulgación de imágenes relacionadas con acontecimientos o ceremonias de interés público o que tengan lugar en
público. En este supuesto debe ubicarse aquella información de una clara e inequívoca relevancia pública –en cuanto le interesa y
atañe a la colectividad políticamente organizada- que cualquier particular o los medios de comunicación colectiva tienen el derecho
de buscar, obtener y difundir. Ahora bien, en todos los supuestos anteriores no existe una desprotección absoluta para el titular de
la imagen, puesto que, igualmente, la publicación no debe atentar contra la ley, el orden público, las buenas costumbres y no debe
ocasionarle un perjuicio antijurídico a la persona cuya imagen se ha reproducido. (…)” 

“(…) V.- LÍMITES AL DERECHO A LA PROPIA IMAGEN

... Ver menos
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Exp: 05-000436-0007-CO
Res: 2005-15057
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las quince horas con cincuenta y tres minutos del
primero de noviembre del dos mil cinco.-
Recurso de amparo interpuesto por [Nombre 001], mayor, casado, portador de la cédula de identidad No. [Valor 001], contra
REPRETEL CANAL 6 Y LA PERIODISTA ALEJANDRA CHAVARRÍA.

Resultando:
    1.- Mediante memorial presentado el 18 de enero del 2005 (visible a folios 1-5), el recurrente interpuso recurso de amparo

aduciendo que, el 17 de enero del 2005, Repretel Canal 6 transmitió en su noticiero un reportaje realizado por la periodista
Alejandra Chavarría que trataba sobre “visas de ingreso fácil”.  Acusa el recurrente que la periodista se presentó en su oficina con
otra persona con una cámara oculta para realizarle una entrevista sobre la visa de ingreso de turistas, especialmente de orientales,
todo esto en forma clandestina, sin autorización y con evidente mala fe, violando su derecho a la intimidad, vida privada y el artículo
24 constitucional.  Señala que se le hicieron tomas de cuerpo entero con cámara oculta, que luego transmitieron notándose,
claramente, que era él.  En la edición de las 23:00 hrs. volvieron a pasar el reportaje pero esta vez si le cubrieron su identidad.  A
raíz de esto ha recibido cientos de insultos vía telefónica y en la calle.
  2.- Por resolución de las 15:58 horas del 4 de febrero del 2005, se le dio curso al presente proceso y se le solicitó a las recurridas
el informe de ley (visible a folio 6).

    3.-   Mediante libelo presentado el 22 de febrero del 2005 (visible a folios 7-16), el Gerente General de Representaciones
Televisivas Repretel S.A. y la Periodista Alejandra Chavarría, rechazaron los cargos.  Estiman que en ejercicio de las libertades de
información y de expresión, decidieron transmitir una noticia de evidente interés público relacionada con el ingreso de extranjeros
de forma ilegal.    En este sentido, se publicó un extracto de aproximadamente diez segundos de duración en que el amparado se
limitó a expresar que “todo está parado” debido a las investigaciones que se están realizando.  Siendo que el contenido de la
noticia no le ocasionaba ninguna lesión a su imagen o prestigio se estimó que no existía ninguna razón de peso para distorsionar la
imagen del rostro del amparado.  Solicitan que se desestime el recurso planteado.
4.- En la substanciación del proceso se han observado las prescripciones de ley. 
Redacta el Magistrado Jinesta Lobo; y,

Considerando:
I.- AMPARO CONTRA SUJETOS PRIVADOS. Tratándose de acciones de amparo dirigidas contra sujetos privados, dispone el
artículo 57 Ley de la Jurisdicción Constitucional que esta clase de procesos procede contra las acciones u omisiones de éstos
actuén o deban actuar en ejercicio de funciones o potestades públicas, o se encuentren, de derecho o de hecho, en una posición
de poder frente a la cual los remedios jurisdiccionales comunes resulten claramente insuficientes o tardíos para garantizar los
derechos o libertades fundamentales a que se refiere el artículo 2, inciso a), de la misma Ley. En el caso concreto, efectivamente,
se constata una situación de poder de hecho frente al recurrente por parte del medio de comunicación accionado, dado que, una
eventual publicación indebida de la imagen del amparado, constituye una violación grave de los derechos fundamentales del
recurrente frente a la cual los remedios jurisdiccionales comunes son insuficientes y tardíos para la protección del derecho que el
recurrente pretende amparar.  De allí que el recurso sea admisible, por lo que se procede al análisis de fondo respectivo.
II.- OBJETO DEL RECURSO.  El recurrente aduce que Repretel Canal 6 y la periodista Alejandra Chavarría lesionaron sus
derechos fundamentales al transmitir en su noticiero una entrevista que le fue practicada con una cámara oculta.  Señala que dicha
entrevista se hizo sin su consentimiento y sin cubrir su identidad, lo que ha ocasionado un perjuicio a su imagen.  En criterio del
agraviado, la actuación de los recurridos quebranta su derecho a la intimidad, vida privada, y el artículo 24 constitucional.
III.- HECHOS PROBADOS. De relevancia para resolver el presente recurso de amparo se tienen por acreditados los siguientes: 1)
El 17 de enero del 2005, Repretel Canal 6 difundió por la televisión en su noticiero de la 19:00 hrs., una entrevista con una
cámara oculta que se le realizó al recurrente, en relación con el tema de las irregularidades en el ingreso de ciudadanos extranjeros
al país.  En dicha entrevista aparece visible el rostro del amparado (informe a folio 11). 2) La transmisión de la entrevista anterior
fue realizada sin el consentimiento del recurrente (hecho incontrovertido).
IV.- EL DERECHO A LA PROPIA IMAGEN.  El derecho a la propia imagen deriva del derecho a la intimidad consagrado en el
ordinal 24 de la Constitución Política y consiste en el derecho que tiene toda persona sobre su propia representación externa.  Tal
derecho ha sido considerado por la mayor parte de la doctrina como un derecho de la personalidad, vinculado a la dignidad
humana y dirigido a proteger la dimensión moral de las personas, que atribuye a su titular un derecho a determinar la información
gráfica generada por sus rasgos físicos personales que puede tener difusión pública. La facultad otorgada por este derecho
consiste, en esencia, en impedir la obtención, reproducción o publicación de la propia imagen por parte de un tercero no
autorizado, sea cual sea la finalidad —informativa, comercial, científica, cultural, etc.— perseguida por quien la capta o difunde.  En
este sentido, este Tribunal, en la sentencia No. 6776-94 de las 14:57 hrs. del 22 de noviembre de 1994, indicó lo siguiente:
“El derecho a la intimidad tiene un contenido positivo que se manifiesta de múltiples formas, como por ejemplo: el derecho a la
imagen, al domicilio y a la  correspondencia. Para la Sala el derecho a la vida privada se puede definir como la esfera en la cual
nadie puede inmiscuirse. La libertad de la vida privada es el reconocimiento de una zona de actividad que es propia de cada uno y
el derecho a la intimidad limita la intervención de otras personas o de los poderes públicos en la vida privada de la persona; esta
limitación puede manifestarse tanto en la observación y captación de la imagen y documentos en general, como en las escuchas o
grabaciones de las conversaciones privadas y en la difusión o divulgación posterior de lo captado u obtenido sin el consentimiento
de la persona afectada.”.
Se desprende de lo anterior que el derecho a la propia imagen atribuye a su titular la facultad para evitar la difusión incondicionada
de su aspecto físico, ya que, constituye el primer elemento configurador de la esfera personal de todo individuo, en cuanto
instrumento básico de identificación y proyección exterior y factor imprescindible para su propio reconocimiento como sujeto
individual. Con la protección constitucional de la imagen se preserva no sólo el poder de decisión sobre los fines a los que hayan
de aplicarse las manifestaciones de la persona a través de su imagen, sino también una esfera personal y, en este sentido, privada,



de libre determinación y, en suma, se preserva el valor fundamental de la dignidad humana. Así pues, lo que se pretende con este
derecho, en su dimensión constitucional, es que los individuos puedan decidir qué aspectos de su persona desean preservar de la
difusión pública, a fin de garantizar un ámbito privativo para el desarrollo de la propia personalidad ajeno a injerencias externas.
Adicionalmente, cabe señalar que, en el plano infraconstitucional, el artículo 29 del Código Civil desarrolla el contenido de este
derecho fundamental al disponer: “Las fotografías o imagen de una persona no pueden ser reproducidas, expuestas o vendidas en
forma alguna sino es con su consentimiento”.  Bajo esa inteligencia, toda persona ejerce un dominio sobre su imagen, reproducción
y eventual divulgación posterior, lo que solamente puede hacerse por terceros con su consentimiento.
V.- LÍMITES AL DERECHO A LA PROPIA IMAGEN . Como los demás derechos constitucionales, el derecho a la propia imagen se
encuentra limitado por otros derechos y bienes constitucionales, en particular, por el derecho a la comunicación de información y
las libertades de expresión y creación artística.  Por esta razón, el ordenamiento jurídico permite la difusión sin consentimiento de la
imagen de una persona cuando “dicha reproducción esté justificada por la notoriedad de aquella, por la función pública que
desempeñe, por necesidades de justicia o de policía o cuando la reproducción se haga en relación con hechos, acontecimientos o
ceremonias de interés público, o que tengan lugar en público” (artículo 29 del Código Civil).  De conformidad con lo anterior, en
nuestro medio encontramos los siguientes límites del derecho a la propia imagen: 1) Cuando la imagen es notoria o se refiere a
actos o actividades del ser humano que salen de lo común, el derecho se ve enervado y no se puede acceder.  2) El segundo límite
está constituido por aquellas actividades públicas que desempeñan los funcionarios públicos.  En ésta hipótesis se hace referencia,
únicamente, a la actividad que realiza el sujeto como titular de su función, estando excluidas las actividades que la persona realice
en su vida íntima. 3)  La tercera excepción hace referencia a publicaciones que sean necesarias para cumplir con las funciones de
policía y justicia, como podría ser la difusión de fotografías de personas buscadas por la comisión de delitos.  4) El cuarto límite se
refiere a la divulgación de imágenes relacionadas con acontecimientos o ceremonias de interés público o que tengan lugar en
público. En este supuesto debe ubicarse aquella información de una clara e inequívoca relevancia pública –en cuanto le interesa y
atañe a la colectividad políticamente organizada- que cualquier particular o los medios de comunicación colectiva tienen el derecho
de buscar, obtener y difundir.  Ahora bien, en todos los supuestos anteriores no existe una desprotección absoluta para el titular de
la imagen, puesto que, igualmente, la publicación no debe atentar contra la ley, el orden público, las buenas costumbres y no debe
ocasionarle un perjuicio antijurídico a la persona cuya imagen se ha reproducido.
VI.- DERECHO A LA INFORMACIÓN. Este Tribunal Constitucional en el Voto 3074-02 de las 15:24 hrs. De 2 de abril de 2002,
estimó lo siguiente:
”III.- Sobre el derecho a la información: El derecho a la información es uno de los derechos del ser humano y está referido a una
libertad pública individual cuyo respeto debe ser propiciado por el propio Estado. Este derecho, es a la vez, un derecho social cuya
tutela, ejercicio y respeto se hace indispensable para que el ciudadano tome parte activa en las tareas públicas y pueda así
participar en la toma de decisiones que afectan a la colectividad. En ese sentido, es un derecho humano inalienable e indispensable
en la medida en que se parte de que información significa participación. De esta manera, si la información es requisito para que el
ciudadano individualmente considerado adopte decisiones, informar, a la vez, es promover la participación ciudadana. El derecho
de la información distingue tres facultades esenciales de quienes lo ejercen: la facultad de recibir, la facultad de investigar y la
facultad de difundir informaciones. La facultad de recibir información se refiere principalmente a la obtención, recepción y difusión
de noticias o informaciones, las cuales deben referirse a hechos con trascendencia pública y ser conformes con la realidad,
asequible por igual a todos, debiendo referirse a hechos relevantes cuyo conocimiento esté dirigido a formar opinión y a fomentar la
participación del ciudadano, siendo requisito esencial que la información sea completa y veraz. La segunda facultad se refiere a la
posibilidad de investigación, es decir, al libre y directo acceso a las fuentes de información. Por último está la facultad de difundir,
que se trata del derecho del ciudadano a la libre difusión de opiniones e informaciones; facultad que sólo puede ejecutarse en
sentido positivo pues no se contempla la posibilidad de “no difundir” informaciones o noticias. Ahora bien, el derecho a la
información como tal, está compuesto por dos vertientes o dimensiones: una activa que permite la comunicación de informaciones y
otra pasiva que se refiere al derecho de todo individuo o persona, sin ningún tipo de discriminación, a recibir información;
información que, en todo caso, deberá ser veraz y que puede ser transmitida por cualquier medio de difusión. A partir de lo anterior
se tiene que si bien el derecho a la información tutela en su aspecto pasivo la posibilidad de acceder a fuentes de información con
el ánimo de poder participar en la toma de decisiones de la colectividad, también es lo cierto que no se trata de un derecho
irrestricto, sino que, por el contrario, está sujeto a límites y entre ellos, el derecho a la intimidad se constituye en un límite para el
derecho a la información por cuanto, en la medida en que la información verse sobre asuntos que no sean de relevancia pública, se
impone el respeto a la intimidad y opera como límite o barrera frente al derecho a la información. Por el contrario, cuando la
información es de relevancia pública, el acceso a la misma y su difusión, se imponen como regla y por ello, cuando se trate de la
trascendencia pública del objeto comunicable,  se justificaría la intromisión amparándose en el derecho del público a la recepción
de noticias y en el derecho del informador a transmitirla, salvo, claro está, cuando se trata de una información que haya sido
declarada previamente como secreto de Estado o sea falsa en cuyo caso el tratamiento de la misma, será diferente.
IV.- En relación con lo anterior, el  derecho a la información es considerado como una garantía jurídica indispensable para que los
ciudadanos puedan ejercer, en mayor o menor medida, su participación en las tareas públicas y desde este punto de vista, se trata
de un derecho público y subjetivo. Es un derecho público por cuanto exige la intervención del Estado para procurar información
sobre las actividades que desempeñan los órganos gubernamentales, además, es un derecho subjetivo, por cuanto supone un
poder jurídico, susceptible de regulación por el ordenamiento jurídico. Ese derecho a la información, además, tiene un carácter
preferente al considerarse que garantiza un interés constitucional: la formación y existencia de una opinión  pública libre; garantía
que reviste una especial trascendencia ya que, de ser una condición previa y necesaria para el ejercicio de otros derechos
inherentes al funcionamiento de un sistema democrático, se convierte, a su vez, en uno de los pilares de una sociedad libre y
democrática. Para que el ciudadano pueda formar libremente sus opiniones y participar de manera responsable en los asuntos
públicos, ha de ser informado ampliamente de modo que pueda formar opiniones, incluso contrapuestas, y participar
responsablemente en los asuntos públicos. Desde esta perspectiva, el derecho a la información no sólo protege un interés
individual sino que entraña el reconocimiento y la garantía de una institución política fundamental, cual es la opinión pública,



indisolublemente ligada con el pluralismo político y por ende, de naturaleza colectiva. En ese sentido, la opinión pública libre es
contraria a la manipulación de la información, con lo cual, el ciudadano tiene el derecho a recibir y seleccionar las informaciones y
opiniones que desee pues en el momento en que cualquiera de las informaciones existentes o posibles desaparece, cualquiera que
sea el agente o la causa de la desaparición, está sufriendo una limitación al derecho a optar como forma de ejercitar el derecho de
recibir. El derecho a ser informado es público por cuanto exige la intervención del Estado y es un derecho subjetivo por cuanto
supone un poder jurídico, susceptible de ser institucionalizado y regulado por el ordenamiento jurídico para la satisfacción de fines
o intereses de carácter social, basados en la naturaleza misma de la persona humana y en la organización de la sociedad. A su
vez, existe un deber de los entes públicos a facilitar la información y para ello, deberán dar facilidades y eliminar los obstáculos
existentes. Los profesionales de la información son intermediarios entre los entes públicos y los destinatarios de la información y
por ende, tienen igualmente el derecho a obtener información y el deber de transmitirla lo más fielmente posible.  El objeto del
derecho a la información es la noticia y por tal se ha de entender aquellos hechos verdaderos que puedan encerrar una
trascendencia pública.“
VI.- CASO CONCRETO. En el presente caso, y según consta en los elementos probatorios aportados al expediente, el noticiero de
Repretel Canal 6 difundido por televisión en la edición de las 19:00 hrs. del 17 de enero del 2005, un reportaje que se refería a
"visas de ingreso fácil", que incluyó una entrevista en la que aparecía el recurrente y que fue obtenida por medio de una cámara
oculta, sin su consentimiento. De los elementos de juicio que obran en autos se desprende que le medio de comunicación colectiva
recurrido efectuó la entrevista para obtener y luego difundir una clara e inequívoca información de relevancia e interés público,
relacionada con un tema que le atañe a toda la colectividad como lo constituye el ingreso ilegal de extranjeros al territorio nacional y
la obtención fácil de visas de ingreso, todo lo cual apunta a una situación o coyuntura irregular que precisa ser investigada por los
medios de comunicación colectiva. En esencia, en el presente asunto, este Tribunal Constitucional, ante una eventual y aparente
colisión entre el derecho a la imagen del recurrente y el derecho a la información ejercido por el medio de comunicación colectiva
respecto de información de relevancia pública, opta por concederle un valor preferente al segundo, puesto que, además de ser un
derecho fundamental –en su perfil activo y pasivo-, constituye una inequívoca garantía institucional para garantizar un régimen
democrático y pluralista a través de la información que los medios de comunicación colectiva le puedan brindar a la opinión pública,
en aras de una adecuada transparencia y publicidad y de un efectivo control ciudadano sobre las políticas públicas y su gestión,
evitando que se presenten o rectificando situaciones irregulares o anómalas. 
VII.- COROLARIO. Como corolario de lo expuesto, se impone declarar sin lugar el recurso.

Por tanto:
Se declara sin lugar el recurso.

Ana Virginia Calzada M.
Presidenta

Adrián Vargas B.                                                                  Ernesto Jinesta L.

Fernando Cruz C.                                                          Teresita Rodríguez A.

Rosa María Abdelnour G.                                                     Susana Castro A.
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